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El debido proceso es un derecho fundamental protegido por los tratados y convenios 
internacionales, en el ámbito latinoamericano, la Convención Americana de Derechos 
Humanos es el instrumento jurídico supranacional que mayor énfasis realiza sobre dicho 
derecho. De acuerdo a lo anterior, la Corte Interamericana de Derechos Humanos como 
máximo órgano judicial del Sistema Interamericano de Derechos Humanos debe ajustar 
sus actuaciones a un procedimiento que propenda por la materialización de la dignidad 
humana, actuando en armonía con lo establecido por la CADH. En consecuencia, en un 
primer momento se identifica el proceso en la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos. Posteriormente, se identifica las disposiciones procesales que contiene el 
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 ABSTRACT 
 
Due process is a fundamental right protected by international treaties and conventions. 
In the Latin American context, the American Convention on Human Rights is the 
supranational legal instrument that places the greatest emphasis on this right. According 
to the above, the Inter-American Court of Human Rights as the highest judicial body of 
the Inter-American Human Rights System must adjust its actions to a procedure that 
promotes the realization of human dignity, acting in harmony with the provisions of the 
ACHR. Consequently, at first the process is identified in the Inter-American Commission 
on Human Rights. Subsequently, the procedural provisions contained in the regulations 
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Los ordenamientos jurídicos exigen de los sistemas procesales un establecimiento de 
garantías que asegure en el transcurso del proceso derechos que permitan obtener un 
fallo justo. Por eso, el Debido Proceso es una institución de carácter fundamental para el 
desarrollo correcto de los derechos sustanciales; de ahí su constitucionalización en la 
mayoría de los Estados Latinoamericanos, reconociendo de esta manera la 
trascendencia que cumple en las normativas nacionales.  
 
El derecho a un debido proceso legal es el derecho humano más comúnmente 
infringido por los Estados y la forma más usual en que los operadores judiciales hacen 
incurrir al Estado en responsabilidad internacional. Ello por cuanto el debido proceso, o 
como lo llama la Corte Interamericana de Derechos Humanos, “el derecho de defensa 
procesal” es una garantía procesal que debe estar presente en toda clase de procesos, 
no sólo en aquellos de orden penal, sino de tipo civil, administrativo o de cualquier otro. 
 
Dicho esto, diferentes son los elementos garantistas que establece el sistema 
internacional americano respecto al procedimiento que se debe llevar a cabo bajo los 
estándares de la dignidad humana.  El debido proceso, en otras palabras, es un sistema 
de contrapeso, que se contextualiza en diferentes garantías que limita el poder 
jurisdiccional y punitivo del Estado. 
 
La Convención es un instrumento normativo de carácter internacional que no solo 
obliga las actuaciones de los 23 Estados partes que lo han ratificado, sino también los 
actos de los organismos que se erigen para salvaguardar las disposiciones contenidas 
en el Pacto de San José de Costa Rica.  
 
Por tanto, el debido proceso que se constituye como un pilar fundamental de las 
sociedades democráticas, es un tema de especial interés desde la órbita de la Comisión 
y la Corte IDH porque permite reconocer el cumplimiento formal y material de las 
disposiciones contenidas en el convenio. En ese sentido, las exigencias internacionales 
no recaen únicamente en los Estados, también la Comisión y la Corte IDH que velan por 
el cumplimiento del contenido normativo están en el deber de actuar conforme a la 
Convención Americana de Derechos Humanos, pues en ellos radica principalmente el 
seguimiento de las sugerencias internacionales por parte del Estado.  
 
Conforme a lo anterior, las garantías que dispone el proceso interamericano 
respecto a los Estados y las parte resulta ser un problema jurídico, teniendo en cuenta 
el llamado garantista que hace a través de sus decisiones la Comisión y la Corte para 
salvaguarda el debido proceso en los sistemas jurídicos internos. En consecuencia, el 
debido proceso también es una institución que se proyecta en el SIDH y que por su 
trascendencia merece ser estudiada desde dicha instancia, a fin de explicar su 
realización a través del procedimiento establecido por las instituciones mencionadas. 
 
Las Garantías procesales es un tema transcendental en el mundo jurídico actual, 
ninguna jurisdicción ha pasado inadvertida sin un estudio a fondo de sus postulados con 
los rigores del debido proceso. Sin embargo, el procedimiento ejecutado por la CIDH y 
las Corte IDH es un aspecto escasamente estudiado por la doctrina jurídica, a pesar de 
ser instituciones marcadas por sus persistentes fallos a favor de un procedimiento 
garantista y justo. Por consiguiente, el presente trabajo evidencia un problema jurídico, 
ya que, el poco debate sobre el procedimiento de la SIDH no permite contrastar sus fines 
con el contenido del artículo 8 de la CADH. 
 
Para lograr los objetivos propuestos del presente trabajo, se ha aplicado en enfoque 
cualitativo, lo cual permitirá dar desarrollo a la investigación descriptiva con la que se 
busca determinar las garantías procesales por parte del Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos. De acuerdo a los objetivos propuestos, la información que se 
utilizará para dar desarrollo a la investigación, será de carácter documental, y estará 
conformada principalmente por la normatividad que regula el tema, así como informes y 
documentos referidos a la problemática en estudio. 
 
En el desarrollo de este tema, se analizará tanto la normatividad nacional como la 
internacional, haciendo un contraste entre las distintas disposiciones normativa. 
Igualmente se estudia las sentencias de la Corte IDH. 
 
EL PROCEDIMIENTO DE LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS 
HUMANOS 
 
La Comisión Interamericana de Derechos Humanos tiene como función principal 
promover la observación y la defensa de los Derechos Humanos mediante la adopción 
de diferentes medidas; las cuales pueden implicar visitas a los países miembros, la 
preparación de informes sobre la situación de Derechos Humanos, la adopción de 
medidas cautelares . Además del procesamiento de peticiones individuales con el fin de 
determinar la responsabilidad de los Estados por violaciones a los Derechos Humanos. 
El artículo 1 del Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos dice: 
 
La Comisión Interamericana de Derechos Humanos es un órgano autónomo de la 
Organización de los Estados Americanos que tiene las funciones principales de 
promover la observancia y la defensa de los derechos humanos y de servir como 
órgano consultivo de la Organización en esta materia. (Reglamento Interno; 2009) 
 
La Comisión IDH es una institución supranacional que se encarga de velar el 
cumplimiento de los tratados y convenios internacionales sobre Derechos Humanos que 
hayan suscritos los Estados Miembros. Paro lo anterior acude a diferentes instrumentos 
jurídicos de legitimidad internacional para establecer acciones que mitiguen las 
violaciones que atente o vulneren los derechos protegidos. Ahora bien, para la adopción 
de cualquiera de las medidas que dispone la Comisión IDH se obligatorio cumplir con 
lineamientos procesales que cumpla con las garantías judiciales que estipula la 
Convención Americana de Derechos Humanos.  
En ese sentido, cualquier persona puede presentar una denuncia ante la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos contra uno o más Estados miembros de la OEA, 
ratificados por la Convencion Americana de los Derechos Humanos siempre que se 
observen circunstancias fácticas y jurídicas que amenacen o vulneren los Derechos 
Humanos. En el caso que la Comisión determine que un Estado es responsable por 
haber violado los derechos humanos, se emitirá un informe que puede incluir las 
siguientes recomendaciones al Estado: 
 
1. Suspender los actos violatorios de los derechos humanos; 
2. Investigar y sancionar a las personas que resulten responsables; 
3. Reparar los daños ocasionados; 
4. Introducir cambios al ordenamiento legal; y/o 
5. Requerir la adopción de otras medidas o acciones estatales. 
 
Aunado a lo anterior, la Comisión IDH solamente puede determinar la responsabilidad 
internacional de un Estado miembro de la OEA actuando siempre en concordancia con 
los lineamientos reglamentarios que dicta el Reglamento Interno de la Comisión IDH. 
 
Dicho esto, toda actuación procesal que inicie la Comisión IDH se origina por medio 
de la petición individual presentada por cualquier persona o grupo de personas, o entidad 
no gubernamental legalmente reconocida. Podría decirse que, ante la CIDH, la petición 
individual tiene dos fases principales, a saber: una de análisis de admisibilidad y una de 
conocimiento de fondo del asunto. 
 
No obstante, a decisión de la Comisión IDH y en situaciones excepcionales la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos podrá diferir el tratamiento de la 
admisibilidad de la petición individual hasta el debate y decisión de fondo del asunto.  
 
En lo que respecta al procedimiento de fondo, declarada una vez la admisión de la 
petición se fijará un plazo de tres meses para que las partes presenten observaciones 
adicionales. Posteriormente a la presentación de las observaciones por el denunciante, 
se traslada al Estado denunciante para que dentro de los tres meses siguiente responda 
las acusaciones anotadas.  
 
Acto seguido, y previo a pronunciarse sobre el fondo, la Comisión Interamericana 
buscará una solución amistosa. En esta fase se invitará a las partes a buscar un acuerdo 
sobre lo planteado y así encontrar una solución amistosa al asunto. La duración de esta 
etapa será determinada por la misma CIDH de forma discrecional. 
 
No logrado un acuerdo amistoso entre las partes, la Comisión IDH iniciará su propia 
investigación a efecto de determinar si los hechos denunciados efectivamente 
constituyen una violación a los derechos humanos. Luego de estudiar y analizar el caso, 
la Comisión Interamericana deberá deliberar y decidir mediante votación si han existido 
las violaciones alegadas. 
 
Si la Comisión IDH concluye que hubo violación a los derechos consagrados en algún 
instrumento que le confiere competencia, redactará un informe preliminar en el que 
narrará los hechos y consignará sus conclusiones. Asimismo, en éste expresará las 
recomendaciones que juzgue pertinentes para solucionar el asunto, fijando un plazo para 
su cumplimiento. Todo ello, vale resaltar, con base en lo dispuesto en los artículos 50 de 
la CADH y 44 del Reglamento de la CIDH. 
 
En resumen, el procedimiento ante la Comisión IDH inicia con una petición individual 
conforme a las reglas del artículo 44 de la CADH. Posteriormente, la Comisión 
Interamericana con base en los artículos 46 y 47 realiza un examen de admisibilidad, si 
la petición es aceptada la petición se convierte en un caso. Para asegurar una debida 
defensa, solicita información al Estado y pide al peticionario que realice las 
observaciones pertinentes. Una vez conocidas las posiciones de las partes, propone una 
solución amistosa. Llegado el caso que la solución amistosa no sea una solución, se 
realizará una investigación del caso por parte de la Comisión y se determinaran 
responsabilidades si las hubiere.   
LAS DISPOSICIONES PROCESALES QUE CONTIENE EL REGLAMENTO DE LA 
CORTE IDH EN EL MARCO DE SUS ACTUACIONES JURISDICCIONALES 
 
La Corte IDH es una institución judicial internacional reconocida por su avanzada 
jurisprudencial en favor del respeto, protección y garantía los Derechos Humanos, sus 
decisiones son referentes en el estudio de los derechos más esenciales del ser humano 
y demarca un fuerte precedente para las distintas jurisdicciones nacionales. Uno de los 
Derechos Humanos relevante para la Corte, es el debido proceso, elemento que regula 
las actuaciones judiciales y administrativas en una forma prestablecida y justa con el 
objeto de decidir conforme a Derecho. La Convención Americana de Derechos Humanos, 
normativa internacional asociada a la competencia de la Corte IDH dicta sobre lo anotado 
que: 
 
Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un 
plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, 
establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación 
penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones 
de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. (CADH, 1969) 
 
Según lo anterior, en cualquier proceso, ya sea este judicial o administrativo las 
personas tienen derecho a ser oída dentro de un plazo razonable, plazo que se infiere 
debe ser antes de emitirse una decisión de fondo, en vista a que se presente 
efectivamente una contradicción entre las distintas partes que intervienen en el proceso. 
Del mismo modo, es importante que se garantiza la independencia del juez o autoridad 
administrativa, para asegurar una decisión justa. No obstante, lo anterior, la 
independencia del juez no puede entenderse en tal sentido que justifique y santifique 
cualquier actividad suya; la no interferencia de influencias externas en las decisiones y 
fallos de carácter jurisdiccional está justificada en la cientificidad y justicia de los mismos, 
es decir, para que pueda guiarse exclusivamente por razones de conocimiento en la 
ciencia jurídica.  
 
Aunado a lo anterior, al juez o autoridad administrativa se le exige que dentro de 
sus actuaciones sea imparcial, a fin de no tomar posición subjetiva que afecte el buen 
desarrollo del derecho y el proceso. La Corte IDH ha diferenciado en su jurisprudencia 
los elementos procesales de independencia e imparcialidad, que, aunque tienen una 
fuerte relación, el contenido jurídico de cada una de dichos elementos es único. Así, 
desde la jurisprudencia internacional se concluye que la independencia involucra el 
desligue institucional y personal del poder judicial con el sistema o cualquier rama del 
poder público. Mientras que, por imparcialidad, conforme a lo señalado por la Corte IDH 
es: 
 
(…) la imparcialidad exige que el juez que interviene en una contienda particular se 
aproxime a los hechos de la causa careciendo, de manera subjetiva, de todo 
prejuicio y, asimismo, ofreciendo garantías suficientes de índole objetiva que 
permitan desterrar toda duda que el justiciable o la comunidad puedan albergar 
respecto de la ausencia de imparcialidad. (Corte IDH; caso Apits Barbera y otros vs 
Venezuela).  
 
El artículo 8 de la CADH, el cual establece las garantías procesales en el marco de 
los Derechos Humanos, involucra que, desde cualquier ámbito del poder sancionatorio 
de los Estados, para que proceda la sanción debe existir con antelación una ley que 
tipifica la conducta como infracción, ya sea delito o contravención. Lo anterior, con el fin 
de juzgar con leyes prexistentes al acto y no con leyes posteriores al mismo, lo que afecta 
sin duda los derechos fundamentales de las personas. Así, el principio de la legalidad 
tiene una doble condición, de un lado es el principio rector del ejercicio del poder y del 
otro, es el principio rector del derecho sancionador. Como principio rector del ejercicio 
del poder se entiende que no existe facultad, función o acto que puedan desarrollar los 
servidores públicos que no esté prescrito, definido o establecido en forma expresa, clara 
y precisa en la ley. Este principio exige que todos los funcionarios del Estado actúen 
siempre sujetándose al ordenamiento jurídico que establece la Constitución y lo 
desarrollan las demás reglas jurídicas. 
 
 El presente elemento del debido proceso se consagra igualmente en la 
Convención, en el artículo 9 de la siguiente manera: 
 
Nadie puede ser condenado por acciones u omisiones que en el momento de 
cometerse no fueran delictivos según el derecho aplicable.  Tampoco se puede 
imponer pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del 
delito.  Si con posterioridad a la comisión del delito la ley dispone la imposición de 
una pena más leve, el delincuente se beneficiará de ello. (CADH; 1969) 
 
 
En ese sentido, toda actuación de la Corte IDH se toma bajo periodos ordinarios de 
sesiones que sean necesarios para el ejercicio cabal de sus funciones. Igualmente, se 
pueden convocar sesiones extraordinarias, convocadas por la propia iniciativa del 
presidente de la Corte o por la mayoría de los jueces. No obstante, el quórum para la 
realización de cualquier sesión o decisión será de cinco jueces de los siete jueces como 
mínimo, lo cual advierte que los fallos y cualquier actuación dentro de la Corte es de 
manera colegiada.  
 
La Corte celebrará audiencias cuando lo estime pertinente. Éstas serán públicas, 
salvo cuando el Tribunal considere oportuno que sean privadas. Dicho esto, se vislumbra 
un aspecto fundamental del debido proceso, la publicidad permite que se garanticen 
elementos procesales necesarios como el derecho a la defensa y la contradicción. Esto 
guarda relación con los dispuesto por la Convención en su artículo 8, pues, garantiza 
que los Estados y las personas conozcan del juicio y sus actuaciones en debida forma.  
  La Corte IDH en su jurisprudencia y haciendo referencia a las actuaciones públicas 
del Estado, consciente la trascendencia del principio de publicidad, el cual conceptualiza 
desde el ámbito público aplicable a la función judicial: 
 
El actuar del Estado debe encontrarse regido por los principios de publicidad y 
transparencia en la gestión pública, lo que hace posible que las personas que se 
encuentran bajo su jurisdicción ejerzan el control democrático de las gestiones 
estatales, de forma tal que puedan cuestionar, indagar y considerar si se está dando 
un adecuado cumplimiento de las funciones públicas. El acceso a la información 
bajo el control del Estado, que sea de interés público, puede permitir la participación 
en la gestión pública, a través del control social que se puede ejercer con dicho 
acceso. (Caso Claude Reyes y otros vs Chile) 
 
No obstante, la Corte deliberará en privado y sus deliberaciones permanecerán 
secretas. En ellas sólo participarán los Jueces, aunque podrán estar también presentes 
el secretario y el Secretario Adjunto o quienes hagan sus veces, así como el personal de 
Secretaría requerido. Nadie más podrá ser admitido a no ser por decisión especial de la 
Corte y previo juramento o declaración solemne. El litigio será formulado en términos 
precisos en cualquier idioma que la Corte IDH reconozca, distribuyéndose antes de la 
votación. Ahora bien, a pesar que las deliberaciones son privadas, el desarrollo de las 
audiencias y deliberaciones de la Corte constará en grabaciones de audio. 
 
Así para la resolución de cualquier fallo se debe tener en cuenta las reglas 
estipuladas por el artículo 16 del Reglamento: 
 
1. La Presidencia someterá los asuntos a votación punto por punto. El voto de cada Juez 
será afirmativo o negativo, sin que puedan admitirse abstenciones. 
2. Los votos se emitirán en el orden inverso al sistema de precedencia establecido en el 
artículo 13 del Estatuto. 
3. Las decisiones de la Corte se tomarán por mayoría de los Jueces presentes en el 
momento de la votación. 
4. En caso de empate decidirá el voto de la Presidencia. 
Sólo los Estados Partes y la Comisión pueden someter un caso ante la Corte IDH. 
Las personas no pueden acudir directamente a la Corte IDH, y deben primero presentar 
su petición ante la Comisión y completar los pasos previstos ante ésta. El procedimiento 
para actuar es el siguiente: 
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Audiencia pública sobre excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas 
 
Presentación de alegatos finales escritos de las partes y de observaciones finales 
escritas de la Comisión 
Sentencia de excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costa 
Supervisión de cumplimiento de la 
sentencia 
 El procedimiento contenido en el reglamento interno de la Corte IDH materializa 
aspectos fundamentales del derecho al debido proceso. Por eso, es innegable el carácter 
garantista que las disposiciones procesales abarcan en el contexto de las actuaciones 
de la Corte, el ordenamiento procesal que regula las actuaciones de los organismos del 
Sistema Interamericano son prerrogativas que ofician un juicio justo, imparcial e 
independiente. Así se vislumbra un conjunto de garantías previstas en el ordenamiento 
internacional, a través de las cuales se busca la protección del individuo y el Estado 
incurso en la actuación judicial de la Corte, para que durante su trámite se respeten sus 
derechos y se logre la aplicación correcta de la justicia. 
 
Corolario de lo anterior, es la participación de la presunta víctima o sus 
representantes en las audiencias de la Corte, como lo dispone el artículo 16 del 
reglamento: 
 
Después de notificado el escrito de sometimiento del caso, conforme al artículo 39 
de este Reglamento, las presuntas víctimas o sus representantes podrán presentar 
de forma autónoma su escrito de solicitudes, argumentos y pruebas y continuarán 
actuando de esa forma durante todo el proceso. (Corte IDH; Reglamento Interno) 
 
En ese sentido, la Corte dentro de sus actuaciones judiciales le otorga ese rol activo 
a la víctima que tanto ha insistido en su jurisprudencia para los sistemas judiciales 
nacionales. De esta manera, se atribuye una labor preponderante a la víctima para se 
interese por su caso a través de la participación directa, pudiendo presentar alegatos, 
pruebas y ejerciendo el derecho a la defensa y la contradicción. Esa condición de víctima 
implica para las autoridades judiciales y la propia Corte IDH un tratamiento especial para 
la persona, pues, se está ante una persona a la cual se les vulneró sus Derechos 
Humanos, lo cual sugiere un proceso que asegure una debida representación de los 
intereses de las personas.  
 
Por otra parte, conforme a los principios de imparcialidad e independencia como 
parte del debido proceso de las actuaciones de la Corte IDH, los cuales exige que los 
asuntos sometidos al juzgador le sean ajenos, de manera tal que no tenga interés de 
ninguna clase ni directo ni indirecto. Hace referencia a que un eventual contacto anterior 
del juez con el caso sometido a su consideración, desde un punto de vista funcional y 
orgánico, excluya cualquier duda razonable sobre su imparcialidad, se encuentra 
materializado en el artículo 19 y 21 del Reglamento Interno: 
 
Artículo 19. Jueces Nacionales.  
1. En los casos a que hace referencia el artículo 44 de la Convención, los Jueces 
no podrán participar en su conocimiento y deliberación, cuando sean nacionales del 
Estado demandado.  
2. En los casos a los que hace referencia el artículo 45 de la Convención, los Jueces 
nacionales podrán participar en su conocimiento y deliberación. Si quien ejerce la 
Presidencia es nacional de una de las partes en el caso, cederá el ejercicio de la 
misma. 
 
Por su parte, el artículo 21 sobre impedimentos, excusas e inhabilidades sostiene: 
 
Artículo 21. Impedimentos, excusas e inhabilitación. 
1. Los impedimentos, las excusas y la inhabilitación de los Jueces se regirán por lo 
dispuesto en el artículo 19 del Estatuto y el artículo 19 de este Reglamento.  
2. Los impedimentos y excusas deberán alegarse antes de la celebración de la 
primera audiencia del caso. Sin embargo, si la causal de impedimento o excusa 
ocurriere o fuere conocida posteriormente, dicha causal podrá hacerse valer ante 
la Corte en la primera oportunidad, para que ésta decida de inmediato.  
3. Cuando por cualquier causa un Juez no esté presente en alguna de las 
audiencias o en otros actos del proceso, la Corte podrá decidir su inhabilitación para 
continuar conociendo del caso habida cuenta de todas las circunstancias que, a su 
juicio, sean relevantes. 
 
Todo lo anterior, muestra de manera suficiente que el derecho internacional trata 
de controlar los motivos por los cuales los jueces actúan. Es más, y, por decirlo de 
manera breve, en el ideal del Estado de Derecho de un juez independiente e imparcial 
hay algo muy parecido a la exigencia constitucional de asegurar la idoneidad judicial y a 
la vez el derecho. El cumplimiento de las garantías del debido proceso consagradas en 
la Convención, tiene diversos matices según el derecho de que se trate, sin embargo, su 
proyección siempre deberá contener los elementos de imparcialidad e independencia.  
 
Así mismo, dentro del procedimiento de la Corte IDH se observan elementos 
propios del debido proceso como la publicidad, contenida en el artículo 32 del reglamento 
interno que obliga divulgar cualquier providencia que se expida en el marco de sus 
actuaciones. Así son públicos los siguientes documentos: 
 
a. sus sentencias, resoluciones, opiniones y otras decisiones, incluyendo los votos 
concurrentes o disidentes, cuando cumplan los requisitos señalados en el artículo 
65.2 del presente Reglamento;  
b. las piezas del expediente, excepto las que sean consideradas irrelevantes o 
inconvenientes para este fin;  
c. el desarrollo de las audiencias, salvo las de carácter privado, a través de los 
medios que se considere adecuados;  
d. todo documento que se considere conveniente. (Corte IDH; Reglamento Interno) 
 
Igualmente, en casos de presuntas víctimas sin representación legal debidamente 
acreditada, el Tribunal podrá designar un Defensor Interamericano de oficio que las 
represente durante la tramitación de caso. 
 
En consecuencia, lo fundamental en este campo es que los Pactos Internacionales 
sobre Derechos Humanos y, especialmente, la Convención Americana, consagran al 
debido proceso como un derecho humano y, además de establecer el enunciado general, 
disponen una serie o sistemas de garantías en favor de la persona privada de libertad y 
del imputado en general, que no necesariamente están contempladas en las 
constituciones nacionales. Estos tratados internacionales son vinculantes desde el punto 
de vista del derecho internacional para los 34 Estados Parte y las propias actuaciones 
de la Corte IDH los cuales tienen competencias frente a 25 estados partes; tienen la 
virtud de que parten del postulado fundamental de la protección de la dignidad humana 
y vienen a ampliar y enriquecer las garantías que ya consagran los sistemas 
constitucionales. 
 
Finalmente, con el objeto de construir una mirada procesal completa sobre el 
debido proceso en las actuaciones del Sistema IDH, a continuación, se detalla el 
procedimiento de la admisibilidad de casos al SIDH, en razón a que la institución 




La Corte IDH es una institución judicial internacional reconocida por su avanzada 
jurisprudencial en favor de los Derechos Humanos, sus decisiones son referentes en el 
estudio de los derechos más esenciales del ser humano y demarca un fuerte precedente 
para las distintas jurisdicciones nacionales. Uno de los Derechos Humanos relevante 
para la Corte, es el debido proceso, elemento que regula las actuaciones judiciales y 
administrativas en una forma prestablecida y justa con el objeto de decidir conforme a 
Derecho. 
 
De hecho, esta materia se halla presente en la mayoría de las sentencias sobre 
asuntos contenciosos y en un buen número de opiniones consultivas del Tribunal 
interamericano. Todo hace suponer que la reflexión jurisdiccional acerca del debido 
proceso, es un concepto crucial para la tutela de los derechos humanos, colocado en la 
difícil convergencia entre el interés individual y el apremio social, no cesará y acaso 
tampoco disminuirá en el futuro cercano. 
  
Desde luego, los órganos del sistema interamericano, que exploran las cuestiones 
del debido proceso frente a los casos de los que conocen o a las consultas que se les 
dirigen, no son ajenos al estudio de esta materia y a la solución de los problemas que 
suscita en lo que respecta al procedimiento interamericano mismo de protección de los 
derechos humanos. Al respecto, algunos estudiosos han expresado puntos de vista 
críticos. En concepto, tanto la Comisión como la Corte se han movido en sentido 
favorable a la recepción del debido proceso en sus propios ordenamientos -a través de 
frecuentes reformas reglamentarias-y en sus prácticas. 
 
En fin de cuentas, hoy día existe un panorama renovado del debido proceso, en 
constante revisión y precisión, que se ha visto fuertemente influido por el Derecho 
internacional de los derechos humanos y la jurisprudencia proveniente de los tribunales 
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